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ESTUDIOS Y DOCUMENTOS PREVIOS 
 

1. DATOS GENERALES DE LA CONTRATACIÓN. 
  

No. Plan Anual de Adquisiciones: 2025 
Tipo de Presupuesto: INVERSIÓN 

Nombre del proyecto que se incluyó en el 
Plan Anual de Adquisiciones 

«SUMINISTRO DE MAQUINARIA ESPECIALIZADA 
PARA LA ATENCIÓN DE EMERGENCIAS Y 
REDUCCIÓN DE RIESGOS EN CARTAGENA DE 
INDIAS» 

 
2. INFORMACIÓN DE LA CONTRATACIÓN. 

 
Funcionario que diligencia el 

estudio previo Dependencia solicitante Tipo de contrato 
MARÍA PATRICIA PORRAS 

MENDOZA SECRETARÍA GENERAL PRESTACIÓN DE SERVICIOS  

  
3. DESCRIPCIÓN DE LA NECESIDAD QUE SE PRETENDE SATISFACER CON EL PROCESO DE 

CONTRATACIÓN. 
 
La Ley 1523 de 2012, a través de la cual se adoptó la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, 
definió en su artículo 5 al Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (en adelante SNGRD), como 
el «conjunto de entidades públicas, privadas y comunitarias, de políticas, normas, procesos, recursos, planes, 
estrategias, instrumentos, mecanismos, así como la información atinente a la temática, que se aplica de manera 
organizada para garantizar la gestión del riesgo en el país», y cuyo objetivo general es llevar a cabo el proceso 
social de la gestión del riesgo con el propósito de ofrecer protección a la población en el territorio colombiano, 
mejorar la seguridad, el bienestar y la calidad de vida y contribuir al desarrollo sostenible, y como objetivos 
específicos se encuentra la preparación para la repuesta frente a desastres con acciones dirigidas a atender la 
población afectada restituyendo los servicios esenciales de estos. 
 
Son integrantes del SNGRD, las entidades públicas, las entidades privadas con ánimo y sin ánimo de lucro, la 
comunidad y como instancias de dirección se encuentran: el presidente de la República, el Director de la Unidad 
Nacional para la Gestión del Riesgo de Desastres, el Gobernador en su respectiva jurisdicción y el Alcalde 
distrital o municipal en su respectiva jurisdicción. 
 
El artículo 2 del precitado cuerpo normativo, señala que:  
 

«La gestión del riesgo es responsabilidad de todas las autoridades y de los habitantes del territorio colombiano. En 
cumplimiento de esta responsabilidad, las entidades públicas, privadas y comunitarias desarrollarán y ejecutarán los 
procesos de gestión del riesgo, entiéndase: conocimiento del riesgo, reducción del riesgo y manejo de desastres, en 
el marco de sus competencias, su ámbito de actuación y su jurisdicción, como componentes del Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres.>> A su turno el parágrafo 2 del artículo 1 ejusdem dispone que «para todos los 
efectos legales, la gestión del riesgo incorpora lo que hasta ahora se ha denominado en normas anteriores prevención, 
atención y recuperación de desastres, manejo de emergencias y reducción de  riesgos, Así mismo el artículo 3 ibidem, 
prevé entre otros los siguientes principios relevantes para esta causa, como lo son: 
 
11. Principio sistémico: La política de gestión del riesgo se hará efectiva mediante un sistema administrativo de 
coordinación de actividades estatales y particulares. El sistema operará en modos de integración sectorial y territorial; 
garantizará la continuidad de los procesos, la interacción y enlazamiento de las actividades mediante bases de acción 
comunes y coordinación de competencias. Como sistema abierto, estructurado y organizado, exhibirá las calidades 
de interconexión, diferenciación, recursividad, control, sinergia y reiteración. 
 
12. Principio de coordinación: La coordinación de competencias es la actuación integrada de servicios tanto 
estatales como privados y comunitarios especializados y diferenciados, cuyas funciones tienen objetivos comunes 
para garantizar la armonía en el ejercicio de las funciones y el logro de los fines o cometidos del Sistema Nacional de 
Gestión del Riesgo de Desastres. 
 
13. Principio de concurrencia: La concurrencia de competencias entre entidades nacionales y territoriales de los 
ámbitos público, privado y comunitario que constituyen el sistema nacional de gestión del riesgo de desastres, tiene 
lugar cuando la eficacia en los procesos, acciones y tareas se logre mediante la unión de esfuerzos y la colaboración 
no jerárquica entre las autoridades y entidades involucradas. La acción concurrente puede darse en beneficio de 
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todas o de algunas de las entidades. El ejercicio concurrente de competencias exige el respeto de las atribuciones 
propias de las autoridades involucradas, el acuerdo expreso sobre las metas comunes y sobre los procesos y 
procedimientos para alcanzarlas. 
 
14. Principio de subsidiariedad: Se refiere al reconocimiento de la autonomía de las entidades territoriales para 
ejercer sus competencias. La subsidiariedad puede ser de dos tipos: la subsidiariedad negativa, cuando la autoridad 
territorial de rango superior se abstiene de intervenir el riesgo y su materialización en el ámbito de las autoridades de 
rango inferior, si estas tienen los medios para hacerlo. La subsidiariedad positiva, impone a las autoridades de rango 
superior, el deber de acudir en ayuda de las autoridades de rango inferior, cuando estas últimas, no tengan los medios 
para enfrentar el riesgo y su materialización en desastre o cuando esté en riesgo un valor, un interés o un bien jurídico 
protegido relevante para la autoridad superior que acude en ayuda de la entidad afectada.» 

 
Que mediante la Ley 1523 de 2012, se adopta la Política Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, se 
establece el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres, así mismo se dispone que la Gestión del 
Riesgo se constituye en una política de desarrollo indispensable para asegurar la sostenibilidad, la seguridad 
territorial, los derechos e intereses colectivos, mejorar la calidad de vida de las poblaciones y las comunidades 
en riesgo y, por lo tanto, está intrínsecamente asociada con la planificación del desarrollo seguro, con la gestión 
ambiental territorial sostenible, en todos los niveles de gobierno y la efectiva participación de la población. 
 
Que la Ley de marras, señala en su artículo 12, que los gobernadores y alcaldes, son conductores del sistema 
nacional en su nivel territorial y están investidos con la competencia necesarias para conservar la seguridad, la 
tranquilidad, y la salubridad en el ámbito de jurisdicción. 
 
Que en ese sentido, es importante reconocer la diversidad de los efectos y las amenazas de los fenómenos de 
la naturaleza, donde se presentan anomalías particulares sobre la precipitación en el territorio colombiano, 
identificándose aumentos como disminuciones importantes de ésta en diferentes regiones geográficas y 
periodos de tiempo, sin desconocer que sumado a ello, se encuentran las eventuales sequías, incendios 
forestales, heladas y olas de calor, usualmente asociadas a la ocurrencia de El Niño; sin embargo, en este 
período de tiempo también se presentan eventos asociados a inundaciones o crecientes súbitas, movimientos 
en masa, vendavales y tormentas eléctricas en algunas regiones del país. 
 
Que en virtud de lo anterior, es necesario realizar acciones oportunas, integrales y anticipatorias; además, de 
fortalecer los procesos de preparación, respuesta, recuperación, monitoreo y seguimiento, en el marco del 
accionar de los actores que conforman el Sistema Nacional de Gestión del Riesgo de Desastres (SNGRD), el 
Sistema Nacional Ambiental (SINA) y el Sistema Nacional de Cambio Climático (SISCLIMA) para reducir los 
efectos e impactos negativos que pudieran presentarse en el ámbito ambiental, social y económico 
principalmente ante la ocurrencia del Fenómeno "El Niño". 
 
No obstante a los esfuerzos ingentes que se despliegan años tras años, a efectos de convertir la territorialidad 
en un zona resiliente a la variabilidad climática, no puede perderse de vista que en vigencias anteriores, han 
comprometido las condiciones de los habitantes , por la ocurrencia de eventos hidrometeorológicos, como las 
fuertes lluvias presentadas en diferentes años, que ocasionaron inundaciones, deslizamiento de taludes, etc. 
 
Por todo lo anteriormente expuesto y teniendo en cuenta la obligación que le asiste a la Oficina Asesora para 
la Gestión del Riesgo de Desastres, de liderar los procesos de Gestión de Riesgo del Distrito para avanzar en 
la mitigación del mismo en el territorio, y en especial, en implementar soluciones inmediatas para la dotación a 
los comités barriales para atender las emergencias que se llegaren a presentar en la Ciudad, y así mismo que 
una vez verificado lo anterior, Distrito no cuenta en el inventario de sus bienes para efectos de cubrir los posibles 
eventos de riesgo, por lo anterior el Distrito de Cartagena la Oficina Asesora para la Gestión del Riesgo de 
Desastres requiere, el «SUMINISTRO DE MAQUINARIA ESPECIALIZADA PARA LA ATENCIÓN DE 
EMERGENCIAS Y REDUCCIÓN DE RIESGOS EN CARTAGENA DE INDIAS». 
 
Por su parte el artículo 14 de la Ley 1523 de 2012, establece que los alcaldes, como jefes de la administración 
local y conductores del desarrollo local, representan al SNGRD en el municipio y son responsables de la 
implementación de los procesos de gestión del riesgo, incluyendo el conocimiento, la reducción del riesgo y el 
manejo de desastres en el área de su jurisdicción. 
 
En ese orden de ideas, se tiene que el principio de coordinación, es la actuación integrada en los principios que 
irradian la función administrativa, de conformidad con la previsto en el artículo 3.0. de la Ley 1437 de 2011, 
además de los principios de coordinación, concurrencia, subsidiariedad y sistémico. 
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Dicho esto, se tiene que una de las prerrogativas dispuesta en el referidas en la Ley 1523 de 2012, para conjurar 
los eventos propiciados por las acciones naturales y/o antropogénicas no intencionales, es el otorgamiento de 
la facultad para que los alcaldes y/o gobernadores, en el marco de sus competencias, previo concepto previo 
favorable del Consejo Departamental, Distrital o Municipal de Gestión del Riesgo, declaren la situación de 
calamidad pública. 
 
Entonces, según la definición legal establecida, en los eventos de calamidad pública o cunado la necesidad del 
servicio lo demande como resultado de la manifestación de uno o varios eventos naturales o antropogénicos no 
intencionales que al encontrar condiciones propicias de vulnerabilidad en las personas, los bienes, la 
infraestructura, los medios de subsistencia, la prestación de servicios o los recursos ambientales, causa daños 
o pérdidas humanas, materiales, económicas o ambientales, generando una alteración intensa, grave y 
extendida en las condiciones normales de funcionamiento de la población, en el respectivo territorio, que exige 
al municipio o Distrito ejecutar acciones de respuesta a la emergencia, rehabilitación y reconstrucción. 
 
Del panorama transcrito es claro que, la erosión se presenta por el fuerte oleaje producido por los fenómenos 
meteoromarinos y el mar de leva, de manera que, a partir del análisis situacional referenciado en esta necesidad, 
resulta inminente la intervención de las entidades estatales en mejoramiento de las infraestructuras de 
protección a la población del municipio, haciendo efectivo los postulados señalados en la Ley 1523 de 2012, 
minimizando con ello la vulnerabilidad a la comunidad. 
 
Como consecuencia de los efectos de los fenómenos naturales, se hace ineludible adoptar las medidas que 
permitan el restablecimiento de las condiciones normales de vida mediante la rehabilitación, reparación o 
reconstrucción de zonas que llegaren a resultar afectadas, los bienes y servicios interrumpidos y deteriorados 
y restablecimiento del impulso del desarrollo económico y social de la comunidad. La recuperación tiene como 
propósito evitar el incremento de las condiciones de riesgo preexistentes en el área o sector afectado. 
 
En este línea, es preciso señalar que, el artículo 61 ejusdem, plantea como mecanismo de  contingencia a la 
situación de calamidad pública, la posibilidad de efectuar acciones tendiente a mitigar el riesgo, es por ello que 
contempló como uno de los elementos preponderantes, e incluso honrando el principio de planeación, la 
estructuración de planes de acción, en los que se consignan las estrategia direccionadas a la rehabilitación y/o 
reconstrucción de las áreas afectas.  
 
Dado el riesgo inminente sobre los bienes jurídicos de las personas como la vida, la integridad personal, la 
salud, los bienes patrimoniales esenciales y los derechos fundamentales económicos y sociales, se hace 
imprescindible que el Distrito de Cartagena, adopte medidas especiales y preventivas que le permitan ejecutar 
las acciones necesarias para mitigar el riesgo. 
 
Por las razones anteriormente expuestas, el Distrito, estructuró el proyecto de inversión denominado 
«SUMINISTRO DE MAQUINARIA ESPECIALIZADA PARA LA ATENCIÓN DE EMERGENCIAS Y 
REDUCCIÓN DE RIESGOS EN CARTAGENA DE INDIAS», y posterior a ello elaboró todos los documentos 
concernientes para llevar a cabo la contratación del proceso de selección, a través de la modalidad de Licitación 
Pública No. LP-SEGD-003-2025 que comprende el objeto antes enunciado.  
 
En los estudios y documentos previos de la licitación antes mencionada, se estableció que el contrato que se 
derive de esta, tendría una interventoría contratada para tales efectos. Sumado a ello, el artículo 83 de la Ley 
1474 de 2011 «La interventoría consistirá en el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato 
realice una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del 
contrato suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del 
mismo lo justifiquen. No obstante, lo anterior cuando la entidad lo encuentre justificado y acorde a la 
naturaleza del contrato principal, podrá́ contratar el seguimiento administrativo, técnico, financiero, contable, 
jurídico del objeto o contrato dentro de la interventoría».  
 
Por tal razón, la contratación de la interventoría de se considera necesaria y prioritaria.  
 
En ese orden de ideas, el Secretario de Despacho, asignado a la Secretaría General, conforme a la necesidad 
generada por la Secretaría de Infraestructura la Oficina Asesora Para la Gestión de Riesgo y Desastre Distrito 
de Cartagena, atendiendo a sus funciones, adelantó todos los trámites, actuaciones para la gestión de inversión 
y la elaboración de los documentos previos cuyo propósito es satisfacer la necesidad de contratar la 
«INTERVENTORIA INTEGRAL AL SUMINISTRO DE MAQUINARIA ESPECIALIZADA PARA LA ATENCIÓN 
DE EMERGENCIAS Y REDUCCIÓN DE RIESGOS EN CARTAGENA DE INDIAS». Una vez agotada la fase 
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anterior, se determinó los requisitos habilitantes y de ponderación de carácter jurídico, técnico y financiero que 
se consignan en este estudio previo y que se han de consignar en los pliegos de condiciones, con los cuales se 
da inicio a la convocatoria pública que permite la escogencia del Contratista una vez se concluya el proceso de 
selección. 
 

4. OBJETO A CONTRATAR, ESPECIFICACIONES, AUTORIZACIONES, PERMISOS Y 
LICENCIAS REQUERIDOS PARA SU EJECUCIÓN. 

 
4.1. OBJETO CONTRACTUAL.  

 
«INTERVENTORIA INTEGRAL AL SUMINISTRO DE MAQUINARIA ESPECIALIZADA PARA LA ATENCIÓN 
DE EMERGENCIAS Y REDUCCIÓN DE RIESGOS EN CARTAGENA DE INDIAS» 

 
4.2. CLASIFICACIÓN UNSPSC. 

 
El Contrato de interventoría del proceso de contratación está codificado en el Clasificador de Bienes y Servicios 
de Naciones Unidas (UNSPSC) bajo el segmento 81 y/o 80 con el tercer nivel, como se indica en la siguiente 
tabla: 
 

Clasificación UNSPSC Descripción 
80101600 Gerencia de proyectos 
80101500 Servicios de consultoría de negocios y administración 

corporativa 
81101500 Ingeniería civil y arquitectura 

 
4.3. ACTIVIDADES A EJECUTAR, ALCANCE Y ESPECIFICACIONES.  

 
La interventoría tiene las especificaciones descritas en el “Anexo 1 – Anexo Técnico”, los cuales incluyen la 
descripción del proyecto al cual se realizará la interventoría y su información técnica (localización, actividades 
a ejecutar, alcance de la interventoría, entre otros). 
 
El Proponente debe tener en cuenta las especificaciones técnicas y el alcance del contrato objeto de 
interventoría, para lo cual consultará los documentos que hacen parte del proceso licitatorio. El número del 
proceso de contratación del proyecto objeto de interventoría es LP-SEGD-003-2025, realizado mediante el 
SECOP II. 
 
Sumado a lo anterior, la Interventoría, implica una posición imparcial, por lo tanto, en la interpretación del 
contrato y en la toma de decisiones, la Interventoría debe ser consecuente con sus objetivos principales: 
 
Absolver: En cuanto a este objetivo y en virtud del principio de inmediación, la interventoría es la encargada 
de resolver las dudas que se presentan en el desarrollo de los contratos, ya que en las relaciones  contractuales 
es fundamental la comunicación entre las partes, el contratista no puede ser totalmente autónomo y la Entidad 
no se puede desentender del desarrollo del servicio. 
 
Colaborar: La Interventoría y el Contratista conforman un grupo de trabajo de profesionales idóneos en cuya 
labor en conjunto se resuelven dificultades con razones de orden técnico, jurídico, administrativo y financiero. 
El interventor en consecuencia desarrollará mejor su función integrándose a dicho equipo, sin que ello signifique, 
renuncia al ejercicio de sus atribuciones y responsabilidades específicas o pérdida de su autonomía e 
independencia frente al Contratista. 
 
Controlar: Este objetivo es el más importante y se logra por medio de una labor de inspección, asesoría, 
supervisión, comprobación y evaluación, labor planeada y ejecutada de manera permanente sobre las etapas 
del desarrollo del contrato si la ejecución se ajusta a lo pactado. 
 
Exigir: En la medida que la función de la Interventoría encuentre que en desarrollo de la relación contractual 
no se está cumpliendo estrictamente con las cláusulas pactadas, adquiere la obligación, no la facultad, de exigir 
a la parte morosa la exacta satisfacción de lo prometido, utilizando como armas el contenido del acuerdo de 
voluntades y las garantías ofrecidas para asegurar el cumplimiento. 
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Prevenir: El mayor aporte de este ejercicio consiste en establecer que el control no está destinado 
exclusivamente a sancionar las faltas cometidas, sino a corregir los conceptos erróneos, impidiendo que se 
desvíe el objeto del contrato o el incumplimiento de las obligaciones adquiridas. Para que la Interventoría logre 
este objetivo se hace necesario que extienda su labor a una evaluación previa a la iniciación del proyecto, en la 
etapa de planeamiento. 
 
Solicitar: Esta facultad se materializa cuando el interventor pide al Contratista oportunamente, que subsane de 
manera inmediata, fallas que no afecten la validez del contrato. Esta facultad la ejerce también cuando solicita 
la imposición de una sanción por motivos contractuales, o emite su concepto fundamentado sobre la viabilidad 
de prórroga, modificación o adición contractual, entre otros temas. 
 
Verificar: Cada uno de los objetivos enunciados se cumplen mediante el control de la ejecución del contrato 
para poder establecer su situación y nivel de cumplimiento, esta realidad se concreta mediante la aplicación de 
correctivos, la exigencia del cumplimiento de lo pactado y solución de los problemas. 
 
Para ello la Interventoría no deberá desconocer los límites de sus atribuciones, entrometiéndose en campos 
donde los contratistas sean autónomos y además se apersonará con diligencia de las solicitudes que le hagan 
y que esté en la obligación de atender. 
 

4.4. AUTORIZACIONES, PERMISOS Y LICENCIAS REQUERIDOS PARA LA EJECUCIÓN DEL 
OBJETO CONTRACTUAL. 
 

Se deja constancia que el proyecto obtuvo cuenta con los elementos requeridos para la ejecución del objeto 
contractual. 
 

5. OBLIGACIONES DEL INTERVENTOR Y DEL DISTRITO. 
 

5.1. OBLIGACIONES GENERALES DEL INTERVENTOR. Además de las derivadas de la esencia y 
naturaleza del contrato, la ley, las obligaciones y condiciones señaladas en el Pliego de 
Condiciones y demás Documentos del Proceso y de las establecidas en documento adicional 
aplicable al Proceso de Contratación, vigente durante la ejecución del contrato, el Interventor se 
obliga a: 
 

1. Dar cumplimiento al objeto y alcance del contrato de acuerdo con lo establecido en el presente 
documento y en sus anexos.  

2. Estar en comunicación con el supervisor del contrato.  
3. Permitir la labor de seguimiento y control que realiza el supervisor, atendiendo y dando respuesta 

oportuna a las observaciones o requerimientos que se realicen.  
4. Disponer del personal idóneo, así como de los recursos logísticos, materiales, y/o equipos, para 

desarrollar el contrato dentro de la oportunidad y con la calidad establecidos.  
5. Acreditar el cumplimiento de la formación académica y la experiencia del equipo de trabajo 

definidos en el pliego de condiciones y en el “Anexo 1 - Anexo Técnico” en los plazos acordados 
con la Entidad.  

6. Identificar las oportunidades para promover el empleo local durante la ejecución del contrato. 
7. Aportar todo su conocimiento y experiencia para desarrollar adecuadamente el objeto del contrato 

de conformidad con lo requerido por el contratante.  
8. Cumplir con las normas de gestión ambiental, así como con las normas del Sistema de Seguridad 

y Salud en el Trabajo que rijan durante la vigencia del contrato y atender las acciones y evidencias 
que deben presentarse de conformidad con los anexos del contrato.  

9. Realizar todos los pagos de honorarios y/o salarios, parafiscales e indemnizaciones a que haya 
lugar e igualmente dar cumplimiento a las normas de afiliación y pago de al Sistema de Seguridad 
Social Integral (salud, pensiones y riesgos) que le correspondan, de acuerdo con el personal que 
llegare a emplear en la ejecución del contrato, en las cuantías establecidas por la ley y 
oportunamente. Deberá demostrar el aporte a los sistemas de Seguridad Social Integral y Parafiscal 
(artículo 50 de la Ley 789 de 2002, artículo 41 Ley 80 de 1993) que le corresponda para cada pago 
o abono en cuenta de acuerdo a la forma de pago. 

10. Manejar con la debida confidencialidad la información a que tenga acceso, así como la producida 
a lo largo de la ejecución del contrato.  
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11. Reportar la información relacionada con la ejecución del contrato o que tenga incidencia en ella 
cuando sea requerida por la Entidad  

12. Cumplir los Protocolos de Bioseguridad, en particular a los Estándares Mínimos del Sistema de 
Gestión de Seguridad y Salud en el Trabajo previstos en la Resolución 312 de 2019, o la norma 
que lo modifique, complemente o sustituya. 

13. Ejecutar el contrato con el personal ofrecido en el Proceso de Contratación. En caso de requerir el 
cambio de personal, por razones que deben quedar sustentadas en el expediente del contrato, el 
Interventor presentará las hojas de vida del aspirante, con sus respectivos soportes para evaluación 
de la Entidad, en un plazo no mayor a tres (3) días hábiles contados a partir de que el Interventor 
solicite el cambio del personal. La persona que reemplazará al profesional debe cumplir con los 
requisitos mínimos descritos en los Documentos del Proceso, y acreditar los ponderables, si se 
trata de un profesional por el cual se asignó puntaje.  

14. Realizar sus entregables (comunicaciones, informes, memorias de cálculo, diseños por 
componentes) en papel que cumpla con las siguientes características: (i) estar certificado en el 
Sello Ambiental Colombiano o (ii) estar en papel reciclado o procedente de fuentes forestales 
sostenibles o naturales y libre de cloro elemental. 

15. [Agregar cuando el Interventor haya diligenciado la Opción 1 del “Formato 7A – Promoción de 
Servicios Nacionales o con Trato Nacional”] Incorporar como mínimo el cuarenta por ciento (40 %), 
de personal colombiano para el cumplimiento del contrato. 

16. [Incluir cuando el Interventor haya diligenciado el “Formato 7B – Incorporación de Componente 
Nacional en Servicios Extranjeros”] Incorporar como mínimo el noventa por ciento (90 %) de 
personal calificado de origen colombiano para el cumplimiento del contrato. 

 
5.1.1. OBLIGACIONES ESPECÍFICAS DEL INTERVENTOR. El Interventor se obliga a lo siguiente: 

 
1) Conocer sobre la organización, normatividad y procedimientos del Distrito de Cartagena, para su 

aplicación en desarrollo del contrato a vigilar y el de interventoría. 
2) Documentos para la revisión, seguimiento y control del contrato a vigilar. Revisar y aprobar la 

documentación correspondiente a:  
a) Hojas de vida del personal profesional (distinto al exigido en la etapa pre-contractual, de aplicar);  
b) Relación del equipo mínimo obligatorio (distinto al exigido en la etapa pre-contractual, de aplicar);  
c) Análisis de precios unitarios correspondientes a la propuesta económica (de aplicar);  
d) Programa de trabajo e inversiones (de aplicar);  
e) Plan de manejo de tránsito – PMT (de aplicar); 
f) Los soportes de que acrediten el cumplimiento de los requisitos con los que el Contratista obtuvo 

puntaje dentro del proceso de selección;  
g) Los demás exigidos en el proceso de selección. 
3) Iniciación de los trabajos. Exigir al contratista, una vez se tenga la orden de inicio, la iniciación de los 

trabajos, dentro de los términos y condiciones establecidos en el respectivo contrato y en cumplimiento 
de la programación contractual vigente.  

4) Reunión técnica y visita al proyecto. Máximo dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a la orden 
de iniciación del proyecto, el interventor coordinará una reunión técnica en el sitio de los trabajos con 
la asistencia de: un representante de la unidad ejecutora y los Directores de la prestación de servicio 
e Interventoría, el Ingeniero Residente del contratista e interventoría. Se deberá analizar con el 
contratista las especificaciones del proyecto, el programa de inversiones, el programa de trabajo, el 
equipo disponible, manejo del tránsito, la seguridad de los trabajadores y la comunidad y en general 
todo aquello que permita el desarrollo normal de los trabajos. 

5) Recursos necesarios. Disponer, administrar y mantener, en sitios cercanos al proyecto, durante el 
tiempo de ejecución del contrato, personal profesional, técnico y administrativo, instalaciones, equipos, 
y una organización logística adecuada para el ejercicio de las obligaciones de interventoría. 

6) Actualización del archivo. Llevar, mantener actualizado y tener disponible el archivo de la 
interventoría, con la correspondencia, informes técnicos, y demás documentos requeridos para el 
control de la ejecución del contrato a vigilar. Este archivo debe ser entregado a la Unidad Ejecutora 
correspondiente como requisito para recibo de la interventoría. 

7) Estado, calidad y cantidad del equipo disponible. Durante todo el desarrollo del proyecto, verificará 
que el equipo ofrecido por el contratista del contrato a vigilar en su propuesta se encuentre completo y 
en perfecto estado de funcionamiento. El interventor exigirá el cambio o adición del equipo necesario 
dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su requerimiento; de no darse cumplimiento a lo 
anterior, deberá iniciar las acciones que conlleven al cumplimiento de estas obligaciones, mediante 
requerimiento escrito con copia al gestor técnico del contrato y a la Unidad Ejecutora correspondiente, 
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en caso de reincidencia procederá a iniciar los procesos sancionatorios correspondientes en 
cumplimento la normatividad vigente para el caso. 

8) Personal y equipo del contratista. Durante todo el desarrollo del proyecto deberá mantener una 
relación diaria de los profesionales, trabajadores y equipo del contratista del contrato a vigilar. El 
interventor exigirá el cambio o adición del personal necesario dentro de los cinco (5) días hábiles 
siguientes a su requerimiento; de no darse cumplimiento a lo anterior, deberá iniciar las acciones que 
conlleven al cumplimiento de estas obligaciones, mediante requerimiento escrito con copia al gestor 
técnico del contrato y a la Unidad Ejecutora correspondiente, en caso de reincidencia procederá a 
iniciar los procesos sancionatorios correspondientes en cumplimento la normatividad vigente para el 
caso. 

9) Seguimiento del avance del contrato del contrato a vigilar. Realizar el seguimiento al avance físico 
y financiero del contrato a vigilar de acuerdo con el programa de trabajo e inversiones, de tal manera 
que si se detectan atrasos e incumplimientos parciales o totales se requerirá oportunamente al 
contratista y se adopte un plan de contingencia adecuado y de continuar con los mismos atrasos, de 
ser procedente, se inicien los procedimientos sancionatorios establecidos en la reglamentación vigente. 

10) Acta de recibo parcial o actas de avance. Realizar las mediciones y calcular las cantidades 
suministradas, las cuales deben ser consignadas en una pre-acta detallada. Elaborar el acta de recibo 
parcial de los suministros en el periodo a reconocer al Contratista, de acuerdo con las normas y 
especificaciones técnicas. Dichas actas serán suscritas conjuntamente con el contratista y constituyen 
el soporte para el recibo definitivo.  

11) Estudio técnico, financiero y legal del contrato. Conocer al detalle el estado financiero y legal del 
contrato y registrar las operaciones efectuadas con los fondos del mismos, así como el trámite oportuno 
de otrosíes, actas de modificación de cantidades, aprobación de precios para ítems no previstos. 

12) Informe mensual. Elaborar informe dentro de los cinco (5) primeros días de cada mes de ejecución 
durante la vigencia de la interventoría. En dicho informe debe aparecer el estado del contrato a vigilar 
teniendo en cuenta los aspectos técnicos, económicos, financieros, legales, contractuales, estado del 
equipo, personal, materiales, programa de trabajo, avance en la ejecución, problemas pendientes de 
solución que afecten la realización del proyecto y en general, todo aquello que de una u otra forma 
esté relacionado con el desarrollo del contrato a vigilar. 

13) Informe semanal. Se debe elaborar un informe semanal según el formato establecido en el manual 
de interventoría y presentarlo a la Unidad Ejecutora cuando sea requerido, en aquellos proyectos que 
por su importancia se necesite efectuar seguimiento y control con el fin de llevar un avance físico y 
financiero actualizado, de forma que le sigue a la Entidad para la toma de decisiones con respecto al 
contrato en ejecución. 

14) Concepto sobre modificaciones: Emitir oportunamente conceptos soportados, documentados y con 
la debida justificación técnica, económica y jurídica, relacionados con: 

• Cambios o modificaciones en el diseño y/o especificaciones iniciales del proyecto; 
• Cambios o modificaciones en cantidades; 
• Análisis, comparación y fijación de precios no previstos; 
• Reprogramaciones; 
• Solicitudes de adición y prórroga. 
15) Sugerencias, reclamaciones y consultas del contratista del contrato a vigilar: estudiar las 

sugerencias, reclamaciones y consultas del contratista, resolviéndolas oportunamente, y emitir 
concepto técnico, financiero y legal según el caso, con los correspondientes soportes, documentos y 
justificaciones remitiéndolas a la Unidad Ejecutora para su trámite. 

16) Informe final. Presentar original y ejemplar a la Unidad Ejecutora correspondiente. 
17) Recibo definitivo. Efectuar el acta de entrega y recibo definitivo del contrato a vigilar mediante la 

elaboración del acta correspondiente, con representante legal o delegado e interventoría. 
18) Recibo de la interventoría. Cumplir con las normas vigentes que fijen el procedimiento para el recibo 

de la interventoría. 
19) Normas de seguridad industrial. Exigir al contratista el cumplimiento de todas las normas sobre 

seguridad industrial y salud ocupacional del personal al su cargo. 
20) Documentos para la liquidación de los contratos a vigilar e interventoría. Elaborar proyecto de 

acta de liquidación del contrato a vigilar y allegar la documentación requerida para la liquidación del 
respectivo contrato de acuerdo con la normatividad vigente en la materia. Deberá contener: acta de 
visita previa, acta de recibo definitivo, relación de pagos, certificación con los debidos soportes del 
pago de parafiscales hasta el mes final de ejecución del contrato ejecutado e interventoría, paz y salvo 
de proveedores, comunidad y trabajadores, pólizas y garantías actualizadas y aprobadas, cierre 
ambiental, entre otros. 
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21) Atención de procesos administrativos y/o judiciales.  Durante las etapas contractual y post-
contractual del contrato de interventoría, el interventor atenderá las solicitudes de apoyo que formule 
la Entidad, en los procesos administrativos y/o judiciales, según el caso, que se lleguen a adelantar 
con ocasión de la ejecución del contrato vigilado. Se constituye en un deber de la Interventoría el 
acompañamiento a la Entidad en los procesos administrativos y/o judiciales que se lleguen a iniciar en 
cualquier momento después de liquidado el contrato de interventoría. 

 
5.1.2. OBLIGACIONES DE LA ENTIDAD. La Entidad está obligada a:  

 
1. Cumplir con las condiciones establecidas en los Documentos del Proceso de Contratación.  
2. Pagar la remuneración por la ejecución de la interventoría en los términos pactados en la Cláusula 8 

del presente contrato. 
3. Fijar un cronograma con el Contratista para la ejecución del factor de calidad ofrecido en la etapa de 

selección que permita su implementación oportuna durante el desarrollo del contrato.  
4. Suministrar en forma oportuna la información solicitada por el contratista de conformidad con las 

condiciones y términos del proceso y el contrato. 
5. Aprobar la Garantía Única una vez presentada por el Contratista.  
6. Resolver las peticiones presentadas por el Contratista en los términos consagrados en la Ley. 
7. Cumplir y hacer cumplir las condiciones pactadas en el contrato y en los documentos que forman parte 

de él. 
8. Informar de manera inmediata al Contratista acerca de cualquier circunstancia que amenace con 

perturbar el desarrollo normal del contrato. 
9. Contratar la interventoría. 
10. Las demás obligaciones que se deriven de la naturaleza del contrato. 

 
5.2. SUPERVISIÓN. 

 
La supervisión, control y vigilancia del contrato será ejercida por el secretario de Despacho, Código 020, Grado 
61 asignado a la Secretaría de Infraestructura del Distrito de Cartagena, o el funcionario de su dependencia que 
este designe, quien tendrá, además de las legales, las siguientes funciones: 
 

1. Apoyar al Contratista en todo lo que induzca a lograr mejores resultados en las distintas actividades 
del contrato. 

2. Dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 83 y siguientes de la Ley 1474 de 2011. 
3. Garantizar que el Contratista de cumplimiento a los principios propios de la función administrativa y 

contractuales durante la ejecución del contrato. 
4. Dar respuestas oportunas a las solicitudes que con ocasión del desarrollo del objeto presente el 

Contratista. 
5. Velar por el cabal cumplimiento del objeto y de las obligaciones del contrato. 
6. Impartir por escrito las órdenes y solicitudes necesarias para la correcta ejecución del objeto del 

contrato. 
7. Verificar que la garantía solicitada este vigente de acuerdo con la ejecución del contrato. 
8. Verificar el cumplimiento de las obligaciones previstas en la Ley 100 de 1993 y sus decretos 

reglamentarios, en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002, la Ley 828 de 2003, la Ley 1122 de 2007, 
Decreto 1703 de 2002, Decreto 510 de 2003, artículo 23 de la Ley 1150 de 2007, Ley 1562 de 2012 y 
demás normas que las modifiquen, adicionen, complementes o aclaren. 

9. Suscribir todas las actas y demás documentos que surjan durante la ejecución del contrato. 
 
Nota 1. El Supervisor no está facultado en ningún momento para adoptar decisiones que impliquen modificación 
de los términos y condiciones previstos en este convenio, tal facultad será ejercida únicamente por el 
representante legal del Distrito o su delegatario, a través de modificaciones suscritas por las partes. 

 
Nota 2. En el evento de cambio del supervisor, no será necesario modificar el contrato, y la designación se 
efectuará mediante comunicación escrita por parte del ordenador del gasto. 

 
Nota 3. El supervisor del contrato deberá dejar constancia escrita de todas las actuaciones que adelante en 
desarrollo de las labores de supervisión y mantener el archivo correspondiente organizado y custodiado. 
 

6. PLAZO DE EJECUCIÓN DEL CONTRATO. 
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El plazo estimado para la ejecución del presente contrato será de HASTA 31 DE DICIEMBRE DE 2025, 
contados a partir de Acta de Inicio, previo el cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento y ejecución y 
aprobación de los documentos previstos en el Pliego de Condiciones. 
 

7. LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO. 
 
El contrato será objeto de liquidación de acuerdo con lo establecido en las normas que regulan la materia. El 
término para la liquidación del contrato será de cuatro (4) meses, contados a partir de la finalización o 
cumplimiento del contrato.  
 
Para la liquidación se exigirá al Contratista la ampliación de la Garantía, si es del caso, a fin de avalar las 
obligaciones que éste deba cumplir con posterioridad a la extinción del presente contrato.  
 
Si el Contratista no se presenta para efectos de la liquidación del contrato durante el término de arriba indicado, 
previa notificación o convocatoria que haga la Entidad para la liquidación bilateral, o las partes no llegan a 
ningún acuerdo o se logra parcialmente, la Entidad procederá a su liquidación por medio de resolución motivada 
susceptible del recurso de reposición. Así mismo, y de conformidad con lo previsto por el artículo 11 de la Ley 
1150 de 2007, si el Contratista deja salvedades en la liquidación bilateral, la Entidad podrá liquidar 
unilateralmente, caso en el cual, esta solo procederá en relación con los aspectos que no hayan sido objeto de 
acuerdo, siempre que la liquidación unilateral pueda contener decisiones nuevas frente a lo acordado en la 
liquidación bilateral, o cuando se trate de cuestiones que no hayan sido respondidas por la Entidad con 
anterioridad a la liquidación.  
 

8. MODALIDAD DE SELECCIÓN, JUSTIFICACIÓN Y FUNDAMENTOS JURÍDICOS. 
 

8.1. RÉGIMEN JURÍDICO APLICABLE. 
 
Tanto la presente convocatoria como el contrato a suscribirse como resultado de la misma, estarán sometidos 
a la legislación y jurisdicción colombianas y se rigen por las normas de la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, 
Ley 1474 de 2011, Decreto 1082 de 2015, y demás normas que las complementen, modifiquen o 
reglamenten, y lo que se establezca en el pliego de condiciones. 
 

8.2. LA MODALIDAD DE CONTRATACIÓN. 
 
El artículo 2º de la Ley 1150 de 2007 dispone que «[l]a escogencia del contratista se efectuará con arreglo a las 
modalidades de selección de licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos y contratación directa 
(…)». 
 
Según lo señalado en el artículo trascrito, corresponde analizar si la escogencia del contratista que ejecutará el 
presente proyecto deberá adelantarse a través de alguna de las modalidades allí referidas.  
 
El numeral 3º del artículo de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 219 del Decreto 019 de 2012, 
señala que el Concurso de Méritos corresponde a la modalidad para la selección de INTERVENTORÍA,, en la 
cual se podrán utilizar sistemas de concurso abierto o de preclasificación. 
 
El artículo 2.2.1.2.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, establece que «Las entidades estatales deben seleccionar 
sus contratistas a través del concurso de méritos para la prestación de servicios de Interventoría de que trata el 
numeral 2º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 (…)».  
 
Los servicios que se pretenden contratar corresponden a los propios de una INTERVENTORÍA, los cuales se 
encuentran incluidos en las definiciones contenidas en el numeral 2º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, en 
consecuencia, por mandato normativo, la Entidad debe seleccionar al contratista mediante la modalidad de 
Concurso de Méritos. 
 
Deberán observarse, entre otras, las disposiciones del Decreto 399 del 13 de abril de 2021, el cual estableció 
que «Además de las reglas generales previstas en la ley y en el presente título, las siguientes reglas son 
aplicables al concurso de méritos abierto o con precalificación:  
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1. La Entidad Estatal en los pliegos de condiciones debe indicar la forma como calificará, entre otros, los 
siguientes criterios: a) la experiencia del interesado y del equipo de trabajo y b) la formación académica 
del equipo de trabajo.  
 
2. La Entidad Estatal debe publicar durante tres (3) días hábiles el informe de evaluación, el cual debe contener 
la evaluación de las ofertas frente a todos los requisitos exigidos en el pliego de condiciones, incluyendo los 
requisitos habilitantes y los de asignación de puntaje.  
 
3. Una vez resueltas las observaciones al informe de evaluación, la entidad adjudicará el contrato mediante acto 
administrativo al oferente que haya cumplido todos los requisitos exigidos en el pliego de condiciones y haya 
obtenido el mayor puntaje». 
 

8.3. ANÁLISIS SOBRE LA LIMITACIÓN DE CONVOCATORIA A MIPYME 
 
El artículo 12 de la Ley 1150 de 2007, modificado por el artículo 34 de la Ley 2069 de 2020 establece:  
 

«Artículo 12. Promoción del desarrollo en la contratación pública. De conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 13, 333 y 334 de la Constitución Política, el Gobierno Nacional definirá las condiciones y los montos de 
acuerdo con los compromisos internacionales vigentes, para que, en desarrollo de los Procesos de Contratación, 
las Entidades Estatales indistintamente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por 
Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, adopten en beneficio de las Mipyme, 
convocatorias limitadas a estas en las que, previo a la Resolución de apertura del proceso respectivo, se haya 
manifestado el interés de por lo menos dos (2) Mipyme. 
 
Asimismo, el reglamento podrá establecer condiciones preferenciales en favor de la oferta de bienes y servicios 
producidos por las Mipyme, respetando los montos y las condiciones contenidas en los compromisos 
internacionales vigentes, cuando sean aplicables. 
 
En todo caso, se deberá garantizar la satisfacción de las condiciones técnicas y económicas requeridas en el 
Proceso de Contratación. 
 
De igual forma, en los pliegos de condiciones dispondrán, de mecanismos que fomenten en la ejecución de los 
contratos estatales la provisión de bienes y servicios por población en pobreza extrema, desplazados por la 
violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y, sujetos de especial protección constitucional 
en las condiciones que señale el reglamento; siempre que se garanticen las condiciones de calidad y cumplimiento 
del objeto contractual. 
 
PARÁGRAFO 1º. En los Procesos de Contratación que se desarrollen con base en el primer inciso, las entidades 
podrán realizar las convocatorias limitadas que beneficien a las Mipyme del ámbito municipal o departamental 
correspondiente al de la ejecución del contrato. 
 
PARÁGRAFO 2º. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de la Ley 1150 de 2007, para que las Mipymes 
puedan participar en las convocatorias a las que se refiere este artículo, deberán acreditar como mínimo un año de 
existencia, para lo cual deberán presentar el certificado expedido por la cámara de comercio o por la autoridad que 
sea competente para dicha acreditación. 
 
PARÁGRAFO 3º. En la ejecución de los contratos a que se refiere el presente artículo, las entidades y los 
contratistas, deberán observar lo dispuesto en los artículos 90 a 95 de la Ley 418 de 1997 y las normas que la 
modifiquen, adicionen o subroguen.». 

 
A su turno, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 1860 de 2021, que modificó la Subsección 2 de la Sección 
4 del Capítulo 2 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1082 de 2015, y particularmente los 
artículos 2.2.1.2.4.2.2., 2.2.1.2.4.2.3. y 2.2.1.2.4.2.4., determinando lo siguiente: 
 

«Artículo 2.2.1.2.4.2.2. Convocatorias limitadas a Mípyme. Las Entidades Estatales independientemente de su 
régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que 
ejecuten recursos públicos, deben limitar la convocatoria de los Procesos de Contratación con pluralidad de 
oferentes a las Mipyme colombianas con mínimo un (1) año de existencia, cuando concurran los siguientes 
requisitos: 
 
1. El valor del Proceso de Contratación sea menor a ciento veinticinco mil dólares de los Estados Unidos de 

América (US$125.000), liquidados con la tasa de cambio que para el efecto determina cada dos años el 
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991.html#13
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr011.html#333
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr011.html#334
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1150_2007.html#5
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1150_2007.html#6
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0418_1997_pr002.html#90
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0418_1997_pr002.html#95
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2. Se hayan recibido solicitudes de por lo menos dos (2) Mipyme colombianas para limitar la convocatoria a 
Mipyme colombianas. Las Entidades Estatales independientemente de su régimen de contratación, los 
patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, 
deben recibir estas solicitudes por lo menos un (1) día hábil antes de la expedición del acto administrativo de 
apertura, o el que haga sus veces de acuerdo con la normativa aplicable a cada Proceso de Contratación. 

 
Tratándose de personas jurídicas, las solicitudes solo las podrán realizar Mipyme, cuyo objeto social les permita 
ejecutar el contrato relacionado con el proceso contractual. 
 
PARÁGRAFO. Las cooperativas y demás entidades de economía solidaria, siempre que tengan la calidad de 
Mípyme, podrán solicitar y participar en las convocatorias limitadas en las mismas condiciones dispuestas en el 
presente artículo. 
 
Artículo 2.2.1.2.4.2.3. Limitaciones territoriales. De conformidad con el parágrafo 1 del artículo 12 de la Ley 
1150 de 2007, las Entidades Estatales, independientemente de su régimen de contratación, los patrimonios 
autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos, pueden realizar 
convocatorias limitadas a Mipyme colombianas que tengan domicilio en los departamentos o municipios en donde 
se va a ejecutar el contrato. Cada Mipyme deberá acreditar su domicilio con los documentos a los que se refiere el 
siguiente artículo. 
 
Artículo 2.2.1.2.4.2.4. Acreditación de requisitos para participar en convocatorias limitadas. La Mipyme 
colombianas deben acreditar que tiene el tamaño empresarial establecido por la ley de la siguiente manera: 
  
1. Las personas naturales mediante certificación expedida por ellos y un contador público, adjuntando copia del 

registro mercantil. 
 

2. Las personas jurídicas mediante certificación expedida por el representante legal y el contador o revisor fiscal, 
si están obligados a tenerlo, adjuntando copia del certificado de existencia y representación legal expedido 
por la Cámara de Comercio o por la autoridad competente para expedir dicha certificación. 

 
Para la acreditación deberán observarse los rangos de clasificación empresarial establecidos de conformidad con 
la Ley 590 de 2000 y el Decreto 1074 de 2015, o las normas que lo modifiquen, sustituyan o complementen. 
 
PARÁGRAFO 1. En todo caso, las Mipyme también podrán acreditar esta condición con la copia del certificado del 
Registro Único de Proponentes, el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 
 
PARÁGRAFO 2. Para efectos de la limitación a Mipyme, los proponentes aportarán la copia del registro mercantil, 
del certificado de existencia y representación legal o del Registro Único de Proponentes, según corresponda 
conforme a las reglas precedentes, con una fecha de máximo sesenta (60) días calendario anteriores a la prevista 
en el cronograma del Proceso de Contratación para el inicio del plazo para solicitar la convocatoria limitada. 
 
PARÁGRAFO 3. En las convocatorias limitadas, las Entidades Estatales independientemente de su régimen de 
contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares que ejecuten 
recursos públicos, solo deberán aceptar las ofertas de Mipyme o de proponentes plurales integrados únicamente 
por Mipyme. 
  
PARÁGRAFO 4. Los incentivos previstos en los artículos 2.2.1.2.4.2.2 y 2.2.1.2.4.2.3 de este Decreto no 
excluyen la aplicación de los criterios diferenciales para los emprendimientos y empresas de mujeres en el 
sistema de compras públicas.». 

 
De acuerdo con lo anterior, Colombia Compra Eficiente publicó en su portal un documento elaborado 
conjuntamente con el Ministerio de Comercio Industria y Turismo – MINCIT, estableciendo el Umbral MiPymes 
en la suma de $ 533.287.768,00 COP, equivalentes a $125.000 US. 
 
Bajo este entendido, teniendo en cuenta que el presupuesto oficial estimado del presente proceso de 
contratación supera el Umbral Pymes, NO resulta ser susceptible de ser limitado a Mipymes. 
 

9. VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO Y JUSTIFICACIÓN DEL MISMO.   
 

9.1. VALOR ESTIMADO DEL CONTRATO. 
 

El costo de la contratación que se derive del presente Proceso de Selección se ha estimado en la suma de MIL 
CUATROCIENTOS SESENTA Y SEIS MILLONES CIENTO SESENTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS 
VEINTITRES PESOS CON CINCUENTA CENTAVOS  ($ 1.466.166.623,50) M/CTE. 
 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=25678#12.p1
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=25678#12
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=12672#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=76608#0
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9.2. VARIABLES PARA DETERMINAR PRESUPUESTO OFICIAL. 
 
Las variables que se consideraron para calcular el presupuesto oficial de esta contratación son las siguientes: 

 
• Análisis de costos estimados, entre otros los siguientes: sueldos, jornales y prestaciones sociales de 

ley del personal vinculado tanto en forma permanente como temporal, costos operativos y 
administrativos, impuestos, deducciones a los que haya lugar. 

 
9.3. PRESUPUESTO. 

 
A partir de la entrada en vigencia del Decreto 399 de 2021, las entidades estatales deben incluir en los estudios 
previos del concurso de méritos la información correspondiente a las variables empleadas para calcular el valor 
estimado del contrato, determinando así el presupuesto oficial. Por consiguiente, se el presupuesto oficial se 
determinó de la siguiente manera: 
 

ITE
M 

PERFIL CANTIDA
D 

DEDICACIO
N 

VALOR 
MES 

TIEMPO EN 
MESES 

SUBTOTAL 

1 PERSONAL PROFESIONAL $ 260.000.000 
1.1 Director de Interventoría 1,00 100% $ 

10.000.000 
5,00 $ 50.000.000 

1.2 Ingeniero Coordinador 1,00 100% $ 8.000.000 5,00 $ 40.000.000 
1.3 Ingeniero Residente 3,00 100% $ 6.000.000 5,00 $ 90.000.000 
1.4 Profesional Social 1,00 100% $ 5.000.000 5,00 $ 25.000.000 
1.5 Abogado 1,00 100% $ 6.000.000 5,00 $ 30.000.000 
1.6 Contador 1,00 100% $ 5.000.000 5,00 $ 25.000.000 
2 PERSONAL TECNICO $ 166.000.000 

2.1 Inspector 3,00 100% $ 3.800.000 5,00 $ 57.000.000 
2.2 Tec. HSEQ 1,00 100% $ 3.500.000 5,00 $ 17.500.000 
2.3 Secretaria 1,00 100% $ 2.800.000 5,00 $ 14.000.000 
2.4 Auxiliar contable 1,00 100% $ 3.000.000 5,00 $ 15.000.000 
2.5 Mensajero 1,00 100% $ 2.500.000 5,00 $ 12.500.000 
2.6 Conductor 4,00 100% $ 2.500.000 5,00 $ 50.000.000 

  SUBTOTAL RECURSO HUMANO (1+2) $ 426.000.000 
  FACTOR MULTIPLICADOR (FM) 2,40 
A SUBTOTAL RECURSO HUMANO (1+2)*FACTOR MULTIPLICADOR (FM) $ 1.024.402.200 

  
3 COSTOS DIRECTOS $ 207.670.593 
  CONCEPTO UNIDAD CANTIDAD VALOR 

UNITARIO 
TIEMPO DE 

UTILIZACIÓN O  
CANTIDAD 

TOTAL 

VALOR 
PARCIAL 

3.1 Sistema de seguridad industrial, 
salud ocupacional y protocolos 
de bioseguridad 

Mes 1,00 $ 5.257.415 5,00 $ 26.287.075 

3.2 Alquiler de Vehículos para 
transporte 

Unidad 4,00 $ 8.900.000 5,00 $ 178.000.000 

3.3 Memorias e Informes de avances Unidad 1,00 $ 676.704 5,00 $ 3.383.518 
  

B SUBTOTAL COSTOS DIRECTOS $ 207.670.593 
  

C TOTAL COSTOS INTERVENTORIAS (A+B) $ 1.232.072.793 
D IVA (19%) $ 234.093.831 

VALOR TOTAL INTERVENTORIA (C+D) $ 
1.466.166.623,5

0 
 
 

9.4. RECURSOS QUE RESPALDAN LA PRESENTE CONTRATACIÓN. 
 
La Entidad, para respaldar el compromiso derivado del presente proceso de contratación, cuenta con el 
siguiente certificado de disponibilidad presupuestal: 

 
Número certificado 

disponibilidad presupuestal. 
Fecha certificado 

disponibilidad presupuestal. 
Valor certificado de 

disponibilidad presupuestal 
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25000970 27 de marzo de 2025 $1.470.000.000,00 

 
La necesidad se encuentra incluida en el plan anual de adquisiciones de la Entidad. 
 

9.5. FORMA DE PAGO DEL CONTRATO. 
 
La Entidad pagará al INTERVENTOR el valor del Contrato en pagos parciales mensuales de acuerdo con la 
ejecución del Contrato hasta el noventa y cinco por ciento (95 %) de su monto. El cinco por ciento (5 %) restante 
se pagará una vez finalizada la ejecución del Contrato.  
 
El pago al INTERVENTOR se efectuará previa presentación de la factura y visto bueno por parte del supervisor 
designado donde conste el recibo a satisfacción de las actividades, acompañada del acta de recibo y de la 
certificación de encontrarse el Interventor al día en el pago de aportes al Sistema de la Seguridad Social y 
Parafiscales, de conformidad con lo señalado en el artículo 23 de la Ley 1150 de 2007.  
 
La Entidad no se hace responsable por las demoras presentadas en el trámite para el pago al Interventor cuando 
ellas fueren ocasionadas por encontrarse incompleta la documentación de soporte o no ajustarse a cualquiera 
de las condiciones establecidas en el Contrato. 
 
La Entidad hará las retenciones a que haya lugar sobre cada pago de acuerdo con las disposiciones legales 
vigentes sobre la materia. 
 
El INTERVENTOR deberá acreditar para cada pago derivado del Contrato, que se encuentran al día en el pago 
de aportes parafiscales relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF 
y Cajas de Compensación Familiar, cuando corresponda. 
 

9.6. IMPUESTOS, TASAS Y CONTRIBUCIONES. 
 
Al formular la oferta, el Proponente acepta que estarán a su cargo todos los impuestos, tasas y contribuciones 
establecidos por las diferentes autoridades del orden nacional, departamental o municipal. 

De acuerdo al tipo de contrato a ser ejecutado, el cual es contrato de consultoría y a la consulta realizada a la 
Secretaría de Hacienda Distrital, de forma general los descuentos que se aplicarían al contrato son los 
siguientes: 
 
 
 
 

Detalle deducción Tarifa 
ICA 8,56 X1000 

Estampilla UDC 1% 
Estampilla Años Dorados 2% 

Estampilla p/ Justicia Familiar 2% 
Tasa Pro Deporta y Recreación 2,50% 

Retefuente Consultoría 6% 
RETE IVA 15% 

 
En todo caso se advierte que la información aquí consignada tiene como fin detallar los tributos de mayor 
relevancia en el tipo de contrato y los mismo son los relacionados con la administración distrital, en ese sentido 
y como lo sabe el interesado es responsabilidad del proponente tener claro los gastos que a nivel de tributos, 
impuestos, estampillas y otras deducciones puedan ser aplicables al contrato. 
 
Los oferentes tendrán en cuenta está información al presentar su oferta. 
 

10. CRITERIOS PARA SELECCIONAR LA OFERTA MÁS FAVORABLE.  
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• Justificación de aplicación de criterios diferenciales para emprendimientos y empresas de 

mujeres en el sistema de compras públicas. 
 
El artículo 2.2.1.2.4.2.15. del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021, establece la 
adopción de criterios diferenciales para emprendimientos y empresas de mujeres en el sistema de compras 
públicas, y prevé a las Entidades sobre la obligación de incorporar requisitos habilitantes diferenciales 
relacionados con alguno o algunos de los siguientes aspectos: tiempo de experiencia, número de contratos para 
la acreditación de la experiencia, índices de capacidad financiera, índices de capacidad organizacional y valor 
de la garantía de seriedad de la oferta, así como puntaje adicional a su favor. El último inciso del artículo en 
mención dispone: «Las Entidades incluirán estos requisitos diferenciales y puntajes adicionales de acuerdo con 
los resultados del análisis del sector, desde la perspectiva del estudio de la oferta de las obras, bienes o servicios 
que requiere, sin perjuicio de los compromisos adquiridos por Colombia en los Acuerdos Comerciales vigentes». 
Por tal motivo, la Entidad incluirá como requisitos diferenciales: índices de capacidad financiera, índices de 
capacidad organizacional. 
 

• Fomento a la ejecución de contratos estatales por parte de población en pobreza extrema, 
desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos 
de especial protección constitucional. 
 

El artículo 2.2.1.2.4.2.16. del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021, previene sobre 
el  fomento a la ejecución de contratos estatales por parte de población en pobreza extrema, desplazados por 
la violencia, personas en proceso de reintegración o reincorporación y sujetos de especial protección 
constitucional. De conformidad con el objeto y alcance de la interventoría a contratar, y en estricto sentido de 
cara a los servicios especializados que involucran, no se determinará obligación alguna frente a este tópico. 

 
• Criterios diferenciales para Mipyme en el sistema de compras públicas. 

 
El artículo 2.2.1.2.4.2.18. del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 1860 de 2021, establece la 
adopción de criterios diferenciales para Mipyme en el sistema de compras públicas, y prevé a las Entidades 
sobre la obligación de incorporar requisitos habilitantes diferenciales relacionados con alguno o algunos de los 
siguientes aspectos: tiempo de experiencia, número de contratos para la acreditación de la experiencia, índices 
de capacidad financiera, índices de capacidad organizacional y valor de la garantía de seriedad de la oferta, así 
como la potestas de asignar puntaje adicional a su favor. Por tal motivo, la Entidad incluirá como requisitos 
diferenciales: índices de capacidad financiera, índices de capacidad organizacional, en los aspectos 
habilitantes. 
 

10.1. GENERALIDADES 
 

A. Únicamente se considerarán habilitados aquellos proponentes que cumplan todos los requisitos 
habilitantes, según lo señalado en el presente pliego de condiciones. 

B. En el caso de proponentes plurales, los requisitos habilitantes serán acreditados por cada uno de los 
integrantes de la figura asociativa, salvo que se dé a entender algo distinto y, en todo caso, de acuerdo 
con las reglas de los pliegos de condiciones. 

C. Los proponentes extranjeros sin domicilio o sin sucursal en Colombia deberán diligenciar el ¡Error! No 
se encuentra el origen de la referencia. y adjuntar los soportes que ahí se definen.  

D. Los proponentes obligados a estar inscritos en el Registro Único de Proponentes (RUP), deberán 
aportar certificado con fecha de expedición no mayor a treinta (30) días calendario anteriores a la fecha 
de cierre del proceso de contratación. En caso de modificarse la fecha de cierre del proceso, se tendrá 
como referencia para establecer el plazo de vigencia del certificado la fecha originalmente establecida 
en el pliego de condiciones definitivo. 
 

10.2. CAPACIDAD JURÍDICA. 
 
Los interesados podrán participar como proponentes bajo alguna de las siguientes modalidades siempre y 
cuando cumplan los requisitos exigidos en el pliego de condiciones: 
 

A. Individualmente: como: a) personas naturales nacionales o extranjeras, b) personas jurídicas 
nacionales o extranjeras. 
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B. Conjuntamente, como proponentes plurales en cualquiera de las formas de asociación previstas en el 
artículo 7 de la Ley 80 de 1993. 

 
Los proponentes deben: 
 

A. Tener capacidad jurídica para la presentación de la oferta. 
B. Tener capacidad jurídica para la celebración y ejecución del contrato. 
C. No estar incursos en ninguna de las circunstancias de inhabilidad, incompatibilidad, conflicto de interés 

o prohibición previstas en la Constitución y en la ley para contratar con el Estado, o en la causal 
dispuesta en el numeral 1.14 del Pliego de Condiciones.  

D. No estar reportados en el último boletín de responsables fiscales vigente publicado por la Contraloría 
General de la República. Esta disposición aplica para el proponente e integrantes de un proponente 
plural con domicilio en Colombia. Tratándose de proponentes extranjeros sin domicilio o sin sucursal 
en Colombia, deberán declarar que no son responsables fiscales por actividades ejercidas en Colombia 
en el pasado y que no tienen sanciones vigentes en Colombia que implique inhabilidad para contratar 
con el Estado. 

 
La entidad debe consultar los antecedentes judiciales en línea en los registros de las bases de datos, al igual 
que el certificado de antecedentes disciplinarios conforme el artículo 1 de la Ley 1238 de 2008, el Registro 
Nacional de Medidas Correctivas del Ministerio de Defensa Nacional – Policía Nacional, de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 184 de la Ley 1801 de 2016 – Código Nacional de Seguridad y Convivencia Ciudadana– 
y el Registro de Deudores Alimentarios - REDAM. 
 

10.3. CAPACIDAD FINANCIERA 
 
Los proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores, bajo las condiciones señaladas en la Matriz 1:  
 

Indicador Fórmula 

Liquidez 
 

Nivel de Endeudamiento 
 

Razón de Cobertura de 
Intereses  

 
Si el proponente es plural cada indicador debe calcularse así:  
 

Indicador	 =
(∑ Componente	1	del	indicador!)	"

!#$
(∑ Componente	2	del	indicador!)	"

!#$
 

 
Donde n es el número de integrantes del proponente plural (unión temporal o consorcio). 
 
El proponente que no tiene pasivos corrientes está habilitado respecto del índice de liquidez.  
 
El proponente que no tiene gastos de intereses está habilitado respecto de la razón de cobertura de intereses, 
siempre y cuando la utilidad operacional sea igual o mayor a cero (0).  
 
 

10.4. CAPACIDAD ORGANIZACIONAL  
 

Los Proponentes deberán acreditar los siguientes indicadores en los términos señalados en la “Matriz 1 – 
Indicadores financieros y organizacionales”:  
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Indicador Fórmula 

Rentabilidad sobre Patrimonio 
(ROE) 

Utilidad	Operacional
Patrimonio  

Rentabilidad del Activo (ROA) Utilidad	Operacional
Activo	Total  

 
Si el Proponente es Plural cada indicador debe calcularse así:  
 

Indicador	 =
(∑ Componente	1	del	indicador!)	"

!#$
(∑ Componente	2	del	indicador!)	"

!#$
 

 
Donde n es el número de integrantes del Proponente Plural (Unión Temporal o Consorcio). 
 
El Proponente que demuestre la condición de Mipyme domiciliada en Colombia acreditará la Capacidad 
Organizacional de acuerdo con los indicadores señalados en la “Matriz 1 – Indicadores financieros y 
organizacionales”. El Proponente probará la calidad de Mipyme con la copia del certificado del Registro Único 
de Proponentes (RUP), el cual deberá encontrarse vigente y en firme al momento de su presentación. 
 
Nota. Para la presente vigencia 2025, y a efectos de la acreditación de la capacidad financiera y organización 
de los proponentes, la Entidad observará lo dispuesto por la Agencia Nacional de Contratación Pública - 
Colombia Compra Eficiente, mediante Concepto C – 006 de 2024, en el cual indicó -entre otros aspectos-, que: 
«a partir del 1° de enero de 2024 los indicadores deben acreditarse frente a la Cámara de Comercio conforme 
a las reglas de generales del Decreto 1082 de 2015, es decir, con la información contable del año 
inmediatamente anterior –nums. 1.3 y 2.3 del artículo 2.2.1.1.1.5.2 del Decreto 1082 de 2015–.» 

 
10.5. EXPERIENCIA DEL PROPONENTE 
 
Para habilitarse en el procedimiento de selección, el proponente acreditará que la sumatoria de los contratos 
aportados como experiencia es mayor o igual al 50% respecto del valor total del presupuesto oficial establecido 
para el presente proceso de selección expresado en SMMLV.  Estos contratos serán verificados en el RUP y 
deberán relacionarse en el Formato 3 – Experiencia, cumpliendo con los requisitos de experiencia previstos en 
los numerales siguientes. 
 
En caso de que con los contratos aportados no se acredite este porcentaje mínimo, la entidad solicitará al 
proponente que subsane su oferta. Si el proponente subsana el requisito mínimo de experiencia, se habilitará 
en el proceso de contratación, pero no será objeto de puntuación en relación con este factor de evaluación, por 
lo que obtendrá cero (0) puntos por el factor “experiencia del proponente”. 
 

10.6. CARACTERÍSTICAS DE LOS CONTRATOS PRESENTADOS PARA ACREDITAR LA 
EXPERIENCIA DEL PROPONENTE 

 
Los Proponentes deberán acreditar la experiencia en máximo cinco (5) Contratos de Interventoría terminados, 
cuyo objeto haya sido o haya incluido dentro de su alcance y/o obligaciones y/o actividades de 
«INTERVENTORÍA A SUMINISTRO DE MAQUINARIA DESTINADA A LA ATENCION DE EMERGENCIAS Y 
REDUCCION DE RIESGOS», con las siguientes condiciones: 
 

• Por lo menos uno (1) de los contratos válidos aportados como experiencia general, debe contemplar 
las siguientes actividades: 

DESCRIPCIÓN DE LA ACTIVIDAD UND. 
Suministro de Motoniveladora Hr 

Suministro de Retroexcavadora sobre orugas Hr 
Suministro de Buldócer Hr 

Suministro de Tracto camion-Camabaja con cabezote Hr 
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• Deberán estar inscritos en el Registro Único de Proponentes – RUP, en al menos dos de los siguientes 
Códigos del Clasificador de Bienes y Servicios UNSPSC: 

 
Clasificación 

UNSPSC 
Descripción 

801016 Gerencia de proyectos 
801615 Servicios de apoyo gerencial 
811015 Servicios de Ingeniería 

 
• El valor ejecutado de la suma de los Contratos expresada en salarios mínimos legales mensuales 

vigentes (SMLMV) deberá ser mayor o igual al cincuenta por ciento (50%) del valor del presupuesto 
oficial. 
 

• En el caso de Estructura Plural, la experiencia podrá ser aportado por uno (01) o más de sus 
integrantes, sin que la participación de cada integrante que aporta la experiencia sea inferior al veinte 
por ciento (20%.) 

 
• Cuando el Contrato que se presente para acreditar la experiencia, haya sido realizado por Proponente 

Plural, se afectara el valor en SMLMV por el porcentaje de participación que tuvieron los integrantes 
en ese contrato. 

 
10.7. EXIGENCIAS MÍNIMAS DE EXPERIENCIA Y FORMACIÓN ACADÉMICA DEL EQUIPO DE 

TRABAJO 
 
El Proponente debe contar como mínimo en su propuesta con el siguiente personal: 
 

Cargo/oficio Cant. Dedicación Duración Requisitos mínimos / Habilitantes 
Mensual 

(h-m) 
Total 

(meses) 
PERSONAL PROFESIONAL 

DIRECTOR DE 
INTERVENTORÍA 1  100%   5 

Ingeniero Civil, con Matricula Profesional vigente. 
Experiencia general mínima de ocho (08) años contados a 
partir de la expedición de la Matricula Profesional. 
Experiencia especifica mínima en dos (02) Contratos con 
Entidad pública o privada como Director o Coordinador de 
Interventoría, en Contratos cuyo objeto haya sido o haya 
incluido dentro de su alcance o actividades 
«INTERVENTORÍA A SUMINISTRO DE MAQUINARIA 
DESTINADA A LA ATENCION DE EMERGENCIAS Y 
REDUCCION DE RIESGOS»  

RESIDENTE DE 
INTERVENTORÍA 1  100%   5 

Ingeniero Civil, con Matricula Profesional vigente. 
Experiencia general mínima de cinco (05) años contados a 
partir de la expedición de la Matricula Profesional. 
Experiencia especifica mínima en un (01) Contrato con 
Entidad pública o privada como Director o Coordinador o 
Residente de interventoría, en Contratos cuyo objeto haya 
sido o haya incluido dentro de su alcance o actividades 
«INTERVENTORÍA A SUMINISTRO DE MAQUINARIA 
DESTINADA A LA ATENCION DE EMERGENCIAS Y 
REDUCCION DE RIESGOS»  

 
10.8. CRITERIOS DE EVALUACIÓN, ASIGNACIÓN DE PUNTAJE Y CRITERIOS DE DESEMPATE 

PONDERACIÓN DE LA OFERTA. 
 
La Entidad calificará las ofertas que hayan cumplido los requisitos habilitantes con los siguientes criterios de 
evaluación y puntajes:  
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Las Entidades deberán reducir durante la evaluación de las ofertas dos (2) puntos a los Proponentes que se les 
haya impuesto una o más multas o cláusulas penales durante el último año, contado a partir de la fecha prevista 
del cierre del proceso, sin importar la cuantía y sin perjuicio de las demás consecuencias derivadas del 
incumplimiento. Esta reducción también afectará a los Consorcios y a las Uniones Temporales si alguno de sus 
integrantes se encuentra en la situación anterior.  
 
La reducción del puntaje antes señalado no se materializará en caso de que los actos administrativos que 
hayan impuesto las multas sean objeto de control jurisdiccional previstos en la Ley 1437 de 2011 o las normas 
que la modifiquen, adicionen o sustituyan. Además, se aplicará sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 6 de 
la Ley 2020 de 2020. Lo anterior, de conformidad con el artículo 58 de la Ley 2195 de 2022 y las normas que 
lo modifiquen, sustituyan, adicionen o reglamenten.  
 

10.8.1. PUNTAJE POR LA EXPERIENCIA DEL PROPONENTE  
 
Conforme el numeral 4 del artículo 5 de la Ley 1150 de 2007, en los procesos para la selección de interventoría 
se hará uso de factores de calificación destinados a valorar los aspectos técnicos de la oferta o proyecto. De 
conformidad con las condiciones que señale el reglamento, se podrán utilizar criterios de experiencia específica 
del oferente y del equipo de trabajo, en el campo de que se trate. 
 
A su turno, el artículo 2.2.1.2.1.3.2. del Decreto 1082 de 2015, modificado por el artículo 2 del Decreto 399 del 
13 de abril de 2021, estableció que «Además de las reglas generales previstas en la ley y en el presente título, 
las siguientes reglas son aplicables al concurso de méritos abierto o con precalificación:  
 
1. La Entidad Estatal en los pliegos de condiciones debe indicar la forma como calificará, entre otros, los 
siguientes criterios: a) la experiencia del interesado y del equipo de trabajo y b) la formación académica del 
equipo de trabajo…» 
 
En virtud de lo anterior, la Entidad asignará puntajes por experiencia específica del proponente y experiencia 
específica del equipo de trabajo (formación y experiencia de los profesionales) en las condiciones diseñadas en 
los pliegos de condiciones. 
 

1. EXPERIENCIA ESPECÍFICA DEL PROPONENTE 59,75 
PONDERACIÓN DEL PROMEDIO DE FACTURACIÓN MENSUAL TOTAL DE LOS 
CONTRATOS ACREDITADOS VÁLIDOS 59,75 

2. EXPERIENCIA ESPECÍFICA DEL EQUIPO DE TRABAJO (FORMACIÓN Y 
EXPERIENCIA DE LOS PROFESIONALES) 29 

 
10.8.2. TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD 

 
La Entidad asignará un (1) punto al Proponente que acredite el número mínimo de personas con discapacidad 
de acuerdo con el número total de trabajadores de la planta de su personal en los términos señalados en el 
artículo 2.2.1.2.4.2.6 del Decreto 1082 de 2015, adicionado por el Decreto 392 de 2018.  
 

Concepto Puntaje 
máximo 

1.  PONDERACIÓN DEL PROMEDIO DE 
FACTURACIÓN MENSUAL TOTAL DE LOS 
CONTRATOS ACREDITADOS VÁLIDOS 

59,75 

2. EXPERIENCIA ESPECÍFICA DEL EQUIPO DE 
TRABAJO (FORMACIÓN Y EXPERIENCIA DE LOS 
PROFESIONALES) 

29 

3. TRABAJADORES CON DISCAPACIDAD 1 

4. APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 10 
5. EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE 
MUJERES 0,25 

TOTAL 100 
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El criterio y el fundamento legal de este factor de calificación está sustentado en el Decreto 392 de 2018, el cual 
a través de su artículo 1 estableció que en los procesos de licitaciones públicas y concursos de méritos, para 
incentivar el sistema de preferencias a favor de las personas con discapacidad, las entidades estatales deberán 
otorgar el uno por ciento (1%) del total de los puntos establecidos en los Pliegos de Condiciones, a los 
proponentes que acrediten la vinculación de trabajadores con discapacidad en su planta de personal, de 
acuerdo con las reglas establecido en el mismo Decreto. 
 

10.8.3. APOYO A LA INDUSTRIA NACIONAL 
 
El criterio y el fundamento de este factor de calificación está sustentado en la Ley 816 de 2003, la cual a través 
de su artículo 1º estableció que las entidades de la administración pública que, de acuerdo con el régimen 
jurídico de contratación que le sea aplicable, deban seleccionar a sus contratistas a través de licitaciones, 
convocatorias o concursos públicos, o mediante cualquier modalidad contractual, excepto aquellas en que la 
ley no obligue a solicitar más de una propuesta, adoptarán criterios objetivos que permitan apoyar a la industria 
nacional. 
 
A su turno, el reciente Decreto 680 de 2021, introdujo modificaciones y adiciones al Decreto 1082 de 2015, 
Único Reglamentario del Sector Administrativo de Planeación Nacional, con miras a reglamentar el puntaje para 
la promoción de la industria nacional en los procesos de contratación. 
 
El mencionado Decreto, introdujo una modificación parcial del artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015, 
el cual quedó así: 
 

«Servicios Nacionales. En los contratos que deban cumplirse en Colombia, un servicio es colombiano si además 
de ser prestado por una persona natural colombiana o por un residente en Colombia, por una persona jurídica 
constituida de conformidad con la legislación colombiana o por un proponente plural conformado por estos o por 
estos y un extranjero con trato nacional, usa los bienes nacionales relevantes definidos por la Entidad Estatal para 
la prestación del servicio que será objeto del Proceso de Contratación o vinculen el porcentaje mínimo de personal 
colombiano según corresponda. 
 
En los contratos que no deban cumplirse en Colombia, que sean prestados en el extranjero y estén sometidos a la 
legislación colombiana, un servicio es colombiano si es prestado por una persona natural colombiana o por un 
residente en Colombia, por una persona jurídica constituida de conformidad con la legislación colombiana o un 
proponente plural conformado por estos, sin que sea necesario el uso de bienes colombianos o la vinculación de 
personal colombiano.  
 
Los extranjeros con trato nacional que participen en el Proceso de Contratación de manera singular o mediante la 
conformación de un proponente plural, podrán definir en su oferta si aplican la regla de origen aquí prevista, o 
cualquiera de las reglas de origen aplicables según el Acuerdo Comercial o la normativa comunitaria que 
corresponda. En aquellos casos en que no se indique en la oferta la regla de origen a aplicar, la Entidad Estatal 
deberá evaluar la oferta de acuerdo con la regla de origen aquí prevista». 

 
Por su parte, el artículo 2 del Decreto 680 de 2021 adicionó el artículo 2.2.1.2.4.2.9. del Decreto 1082 de 2015, 
cuyo texto es el siguiente: 
 

«Artículo 2.2.1.2.4.2.9. Puntaje para la promoción de la industria nacional en los Procesos de Contratación de 
servicios. La Entidad Estatal en los Procesos de Contratación de servicios, otorgará el puntaje de que trata el inciso 
primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003 al proponente que oferte Servicios Nacionales o servicios extranjeros 
con trato nacional de acuerdo con la regla de origen aplicable.  
 
En los contratos que deban cumplirse en Colombia, la Entidad Estatal definirá de manera razonable y 
proporcionada los bienes colombianos relevantes teniendo en cuenta:  
 
1. El análisis del sector económico y de los oferentes, y, toda aquella información adicional con la que cuente la 
Entidad Estatal en la etapa de planeación del Proceso de Contratación;  
 
2. El porcentaje de participación de los bienes en el presupuesto del Proceso de Contratación; y  
 
3. La existencia de los bienes en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, en los términos del Decreto 
2680 de 2009 o las normas que lo modifiquen, aclaren, adicionen o sustituyan.  
 
En aquellos casos en que, de acuerdo con el objeto contractual, no existan bienes colombianos relevantes o no 
exista oferta nacional de los mismos en el Registro de Productores de Bienes Nacionales, la Entidad Estatal 
otorgará el puntaje de que trata el inciso primero del artículo 2 de la Ley 816 de 2003 al proponente que vincule el 
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porcentaje mínimo establecido por la Entidad Estatal de empleados o contratistas por prestación de servicios 
colombianos, que no podrá ser inferior al 40% del total de empleados y contratistas asociados al cumplimiento del 
contrato.  
 
La Entidad Estatal documentará este análisis y dejará constancia en los Documentos del Proceso.»  

 
Debido a la especialidad del contrato, en este Proceso de Contratación para el otorgamiento de puntaje, 
correspondiente a máximo 10 puntos, no habrá bienes nacionales relevantes y, por tanto, en todos los casos 
se otorgará el puntaje de apoyo a la industria nacional a los Proponentes que se comprometan a vincular durante 
el desarrollo del objeto contractual un porcentaje de empleados o contratistas por prestación de servicios 
colombianos, de al menos el cuarenta por ciento (40 %) del personal requerido para el cumplimiento del contrato, 
en la forma establecida en los pliegos de condiciones. 
 

10.8.4. EMPRENDIMIENTOS Y EMPRESAS DE MUJERES 
 
En La Entidad asignará un puntaje de cero punto veinticinco (0.25) puntos al Proponente que acredite la 
calidad de emprendimientos y empresas de mujeres con domicilio en el territorio nacional de conformidad con 
lo previsto en el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015 o la norma que lo modifique, sustituya o 
complemente. 
 
El criterio y el fundamento de este factor de calificación, se encuentra en el artículo 32 de la Ley 2069 de 2020, 
el cual fue reglamento por el artículo 2.2.1.2.4.2.14. del Decreto 1082 de 2015, en el que se indica que las 
entidades estatales, de acuerdo con el resultado del análisis del sector, incluirán requisitos diferenciales y 
puntajes adicionales en los procesos de licitación pública, selección abreviada de menor cuantía y concurso de 
méritos, para incentivar emprendimientos y empresas de mujeres en el sistema de compras públicas, sin 
perjuicio de los compromisos adquiridos por Colombia en los acuerdos comerciales en vigor. 
 
Las condiciones de acreditación de este puntaje se desarrollarán en los pliegos de condiciones. 
 

10.8.5. CRITERIOS DE DESEMPATE. 
 
En caso de empate, la Entidad procederá a establecer las fórmulas de desempate a partir de lo previsto en el 
artículo 35 de la Ley 2069 de 30 de diciembre de 2020. 
 

11. ANÁLISIS DE RIESGOS Y FORMA DE MITIGARLO. 
 
La Matriz 2 – Riesgos incluye los riesgos que se pueden presentar durante la ejecución del contrato. Esta matriz 
describe cada uno de los riesgos, la consecuencia de su ocurrencia, a quien se le asigna, cual es el tratamiento 
en caso de ocurrencia y quien es el responsable del tratamiento entre otros aspectos.  
 

12. GARANTÍAS. 
 

12.1. GARANTÍA DE SERIEDAD DE LA OFERTA. 
 
El proponente debe presentar con la propuesta una garantía de seriedad de la oferta que cumpla con los 
parámetros, condiciones y requisitos que se indican en este numeral. 
 
Cualquier error o imprecisión en el texto de la garantía presentada, será susceptible de aclaración por el 
proponente hasta el término de traslado del informe de evaluación.  
 
Las características de las garantías son las siguientes:  
 

Característica Condición 

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 
2015, a saber: (i) Contrato de seguro contenido en una póliza, (ii) Patrimonio autónomo 
y (iii) Garantía Bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS con NIT 
890.480.184-4. 

Amparos Los perjuicios derivados del incumplimiento del ofrecimiento en los eventos señalados en 
el artículo 2.2.1.2.3.1.6 del Decreto 1082 de 2015. 
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Característica Condición 
Vigencia 3 meses contados a partir de la fecha de cierre del proceso de contratación.  
Valor Asegurado Diez por ciento (10 %) del presupuesto oficial del proceso de selección 

Tomador  

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón social 
y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación legal 
expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no ser que 
en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse de esa 
manera. 

• Para los proponentes plurales: la garantía deberá ser otorgada por todos los 
integrantes del proponente plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los 
integrantes, su identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los 
efectos serán los otorgantes de la misma.  

 
Si en desarrollo del proceso de selección se modifica el cronograma, el proponente deberá ampliar la vigencia 
de la garantía de seriedad de la oferta hasta tanto no se haya perfeccionado y cumplido los requisitos de 
ejecución del respectivo contrato. 
 
La propuesta tendrá una validez igual al término de vigencia establecido para la garantía de seriedad de la 
oferta. Durante este período la propuesta será irrevocable, de tal manera que el proponente no podrá retirar ni 
modificar los términos o condiciones de la misma, so pena de que la entidad pueda hacer efectiva la garantía 
de seriedad de la oferta. 
 

12.2. GARANTÍAS DEL CONTRATO 
 

12.2.1. GARANTÍA DE CUMPLIMIENTO 
 
Para cubrir cualquier hecho constitutivo de incumplimiento, el contratista deberá presentar la garantía de 
cumplimiento en original a la entidad dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes contados a partir de la firma 
del contrato y requerirá la aprobación de la entidad. Esta garantía tendrá las siguientes características: 
 

Característica Condición  

Clase 
Cualquiera de las clases permitidas por el artículo 2.2.1.2.3.1.2 del Decreto 1082 de 
2015, a saber: (i) contrato de seguro contenido en una póliza para entidades estatales, 
(ii) patrimonio autónomo, (iii) garantía bancaria. 

Asegurado/ 
beneficiario 

DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS con NIT 
890.480.184-4. 

Amparos, 
vigencia y 
valores 
asegurados 

 
Amparo Vigencia  Valor Asegurado 
Cumplimiento general del 
contrato y el pago de las multas y 
la cláusula penal pecuniaria que 
se le impongan 

Hasta la liquidación 
del contrato 

Veinte por ciento (20 
%) del valor total del 
Contrato   

Buen manejo y correcta 
inversión del anticipo 

N/A N/A  

Devolución del pago anticipado  N/A N/A  
Pago de salarios, prestaciones 
sociales legales e 
indemnizaciones laborales del 
personal que el contratista haya de 
utilizar en el territorio nacional para 
la ejecución del contrato 

Plazo del contrato y 
tres (3) años más. 

Diez por ciento (10 %) 
del valor del Contrato 

Calidad del Servicio por los 
perjuicios derivados de la 
deficiente calidad del servicio 
prestado.  
  

Plazo del contrato y 
un (1) año más.   

Veinte por ciento (20 
%) del valor total del 
Contrato   

 

Tomador  • Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 
social y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación 
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Característica Condición  
legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a no 
ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá denominarse 
de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los 
integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o 
consorcio, se debe incluir razón social, NIT y porcentaje de participación de cada 
uno de los integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, 
consorcio): la garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes del 
Contratista, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su 
identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos serán 
los otorgantes de la misma.  

Información 
necesaria dentro 
de la póliza 

• Número y año del contrato  
• Objeto del contrato 
• Firma del representante legal del contratista 
• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. 

Cumplimiento si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 
 
El contratista está obligado a restablecer el valor de la garantía cuando esta se vea reducida por razón de las 
reclamaciones que efectúe la entidad, así como, a ampliar las garantías en los eventos de adición y/o prórroga 
del contrato. El no restablecimiento de la garantía por parte del contratista o su no adición o prórroga, según el 
caso, constituye causal de incumplimiento del contrato y se iniciarán los procesos sancionatorios a que haya 
lugar. 
 

12.2.2. DEL AMPARO DE CALIDAD DEL SERVICIO EN LA GARANTÍA ÚNICA DE CUMPLIMIENTO 
 
En relación con el amparo de calidad del servicio de la Garantía única de cumplimiento, se tendrá en cuenta 
que el Contratista será responsable por los perjuicios causados a la Entidad contratante que se produzcan con 
posterioridad a la terminación del Contrato y que se compruebe tienen su causa en una de dos hipótesis (i) mala 
calidad o precariedad de los productos entregados como resultado de la celebración de un contrato estatal y (ii) 
mala calidad del servicio prestado, siempre y cuando se acredite que éstos son imputables al contratista. 
 

12.2.3. GARANTÍA DE RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL 
 
El contratista deberá contratar un seguro que ampare la responsabilidad civil extracontractual de la Entidad con 
las siguientes características: 
 

Característica Condición 
Clase Contrato de seguro contenido en una póliza  

Asegurados DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE INDIAS con NIT 
890.480.184-4 y el Contratista 

Tomador 

• Para las personas jurídicas: la garantía deberá tomarse con el nombre o razón 
social y tipo societario que figura en el certificado de existencia y representación 
legal expedido por la Cámara de Comercio respectiva, y no sólo con su sigla, a 
no ser que en el referido documento se exprese que la sociedad podrá 
denominarse de esa manera. 

• No se aceptan garantías a nombre del representante legal o de alguno de los 
integrantes del consorcio. Cuando el contratista sea una unión temporal o 
consorcio, se debe incluir razón social, NIT y porcentaje de participación de cada 
uno de los integrantes. 

• Para el contratista conformado por una estructura plural (unión temporal, 
consorcio): la garantía deberá ser otorgada por todos los integrantes de la 
estructura plural, para lo cual se deberá relacionar claramente los integrantes, su 
identificación y porcentaje de participación, quienes para todos los efectos serán 
los otorgantes de la misma.  

Valor Doscientos (200) SMMLV para contratos cuyo valor sea superior a mil quinientos 
(1.500) SMMLV  
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Característica Condición 
Vigencia Igual al período de ejecución del contrato. 

Beneficiarios Terceros afectados y DISTRITO TURÍSTICO Y CULTURAL DE CARTAGENA DE 
INDIAS con NIT 890.480.184-4 

Amparos 

Responsabilidad Civil Extracontractual de la entidad, derivada de las actuaciones, 
hechos u omisiones del contratista o subcontratistas autorizados. El seguro de 
responsabilidad civil extracontractual debe contener como mínimo los amparos 
descritos en el numeral 3º del artículo 2.2.1.2.3.2.9 del Decreto 1082 de 2015. 
 

Información 
necesaria dentro de 
la póliza 

• Número y año del contrato  
• Objeto del contrato 
• Firma del representante legal del contratista 
• En caso de no usar centavos, los valores deben aproximarse al mayor Ej. 

Cumplimiento si el valor a asegurar es $14.980.420,20 aproximar a $14.980.421 
 
En esta póliza solamente se podrán pactar deducibles con un tope máximo del diez por ciento (10%) del valor 
de cada pérdida sin que en ningún caso puedan ser superiores a dos mil (2.000) SMMLV 
 
Este seguro deberá constituirse y presentarse para aprobación de la entidad, dentro del mismo término 
establecido para la garantía única de cumplimiento.  
 
Las franquicias, coaseguros obligatorios y demás formas de estipulación que conlleven asunción de parte de la 
pérdida por la entidad asegurada no serán admisibles. 
 
El contratista deberá anexar el comprobante de pago de la prima del seguro de responsabilidad civil 
extracontractual. 
 

13. SOMETIMIENTO A UN ACUERDO COMERCIAL. 
 
El proceso de contratación está cubierto por los siguientes acuerdos comerciales y por la Decisión 439 de la 
Secretaría de la Comunidad Andina de Naciones (CAN):  
 

Acuerdo Comercial 
Entidad 
Estatal 
incluida 

Umbral Excepción 
aplicable 

Proceso de 
Contratación cubierto 

Alianza Pacífico 
Chile SI SI SI, 2* NO 
México NO - - NO 
Perú SI SI SI, 2* NO 

Canadá NO - - NO 
Chile SI SI SI, 2*, 33* NO 
Corea NO - - NO 
Costa Rica SI NO - NO 
Estados Unidos NO - - NO 
Estados AELC SI SI SI, 33* NO 
México NO - - NO 

Triángulo Norte 
El Salvador NO - - NO 
Guatemala SI SI SI, 2* NO 
Honduras NO - - NO 

Unión Europea, Reino Unido e 
Irlanda del Norte SI SI NO SI 

Israel NO - - NO 
 
2* El suministro estatal de mercancías o servicios a personas o a Entidades Estatales del nivel territorial.  
 
33* Los siguientes servicios de ingeniería y arquitectura del Clasificador Central de Productos (CPC versión 
1.0): 
- Clase 8321. Servicios de arquitectura. 
- Clase 8334. Servicios de diseño de ingeniería. 
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- Clase 8335. Servicios de ingeniería durante la fase de construcción y de instalación. 
 
En consecuencia, la entidad concederá trato nacional a proponentes y servicios de los Estados que cuenten 
con un acuerdo comercial que cubra el proceso de contratación.  
 
Adicionalmente, los proponentes de Estados con los cuales el Gobierno Nacional haya certificado la existencia 
de trato nacional por reciprocidad recibirán este trato. 
 

14. CONSTANCIA DEL CUMPLIMIENTO DEL DEBER DE ANÁLISIS DE LAS ENTIDADES 
ESTATALES (ARTÍCULO 2.2.1.1.1.6.1 DECRETO 1082 DE 2015). 

 
Se deja constancia que la entidad cumplió con el deber de análisis para conocer el sector relativo al objeto del 
Proceso de Contratación desde la perspectiva legal, comercial, financiera, organizacional, técnica y de análisis 
de riesgo, que detalla en el documento anexo. 
 
Cartagena de Indias, julio de 2025. 
 
 
 

(original firmado) 
MARÍA PATRICIA PORRAS 

MENDOZA 
Secretaria General 

Distrito de Cartagena 

(original firmado) 
WILMER ENRIQUE IRIARTE 

RESTREPO 
Secretario de Infraestructura 

Distrito de Cartagena 
 
 

(original firmado) 
DANIEL ANTONIO VARGAS DIAZ 

Jefe de Oficina Asesora Para la 
Gestión de Riesgo y Desastre 

Distrito de Cartagena 
 

 


